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Radicado: 11001-03-15-000-2020-02918-00
Demandante: Luis Humberto Yepes Urbano y otra

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

MAGISTRADA PONENTE: ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Bogotá D.C., diecisiete (17) de julio de dos mil veinte (2020)

Referencia: 
ACCIÓN DE TUTELA
Radicación:
11001-03-15-000-2020-02918-00
Demandante:
LUIS HUMBERTO YEPES URBANO Y OTRA
Demandados:
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL VALLE DEL CAUCA
Temas:                 Tutela contra providencia judicial.
AUTO ADMISORIO 
I. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud de amparo

1. Con escrito enviado el 1º de julio de 2020
 al correo electrónico de la Secretaría General del Consejo de Estado, los señores Luis Humberto Yepes Urbano
 y Yuri Tatiana Yepes Ortiz, actuando a través de apoderada judicial, presentaron acción de tutela contra el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, con el fin de que sea protegidos sus derechos fundamentales al debido proceso, de igualdad, supremacía constitucional, confianza legítima y buena fe.
2. Los accionantes consideraron vulneradas dichas garantías constitucionales con ocasión de la sentencia del 22 de mayo de 2020 del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, por medio de la cual se revocó la providencia del 29 de abril de 2016 del Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de Cali, que accedió a las pretensiones de la demanda, para en su lugar, negarlas. Lo anterior, en el marco del proceso de reparación directa con radicado Nº 76001-33-33-003-2014-00230-01, instaurado contra la Nación – Rama Judicial – Fiscalía General de la Nación. 
3. Con base en lo anterior, la parte accionante solicitó se protegieran sus derechos fundamentales y como consecuencia de lo anterior, pidió lo siguiente:

“(…) DEJAR SIN EFECTOS la referida sentencia de segunda instancia, y ORDENAR proferir nuevo fallo aplicando el precedente vigente al momento de presentación de la demanda, accediendo a las pretensiones. 

3-. Que se de cumplimiento al fallo de tutela por en el termino de cuarenta y ocho (48) horas después de notificado.”
II. CONSIDERACIONES

2.1. Cuestión previa

4. El Gobierno nacional, teniendo en cuenta lo dispuesto por el artículo 215 de la Constitución Política y la Ley 137 de 1994, mediante el Decreto No. 417 del 17 de marzo de 2020 declaró el Estado de emergencia económica, social y ecológica en todo el territorio nacional por razón de la declaratoria de la pandemia existente a nivel mundial relacionada con la propagación a gran escala del COVID-19. Ello trajo como consecuencia, que la misma autoridad ordenara el aislamiento preventivo obligatorio de todas las personas y dictara otras disposiciones
. 
5. En ese contexto, el Gobierno nacional, a través del Decreto Legislativo 806 del 4 de junio de 2020, dispuso en su artículo 1° que se implementara el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, con el objeto de agilizar el trámite de los procesos judiciales ante la jurisdicción ordinaria en las especialidades civil, laboral, familia, jurisdicción de lo contencioso administrativo, jurisdicción constitucional y disciplinaria, así como, las actuaciones de las autoridades administrativas que ejerzan funciones jurisdiccionales y en los procesos arbitrales, durante el término de vigencia del decreto
. 
6. Por otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, profirió varios Acuerdos
 mediante los cuales se ordenó la suspensión de los términos judiciales y se decretaron medidas transitorias para preservar el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia, exceptuando el trámite, decisión y notificación de la acción de tutela y los habeas corpus. Sin embargo, el Acuerdo PCSJA20-11567
 proferido por el Consejo Superior de la Judicatura, dispuso en su artículo 1° que a partir del 1° de julio de 2020, levantar la suspensión de términos judiciales y administrativos en todo el país, razón por la cual, el Consejo de Estado, tramitará todas las acciones que le sean presentadas. 

2.2. Caso concreto

7. Del escrito de tutela se advierte que la abogada Carolina Romero Burbano aportó poder especial que la faculta para interponer la presente acción de tutela en nombre de los señores Luis Humberto Yepes Urbano y Yuri Tatiana Yepes Ortiz, pero sin presentación personal, tal como dispone el art. 74 del CGP, aplicable a la acción de tutela en virtud de la integración normativa prevista por el artículo 2.2.3.1.1.3. del Decreto 1069 de 2015.
8. Ahora bien, el Gobierno nacional, a través del Decreto Legislativo 806 del 4 de junio de 2020 “por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, dispuso en su artículo 5º que los poderes especiales conferidos para cualquier actuación judicial, “no requerirán ninguna presentación personal o reconocimiento”. 
9. Así las cosas, con el fin de garantizar el acceso a la administración de justicia en la situación de emergencia actual, para el caso concreto de los señores Yepes Urbano y Yepes Ortiz, se admitirá el poder sin presentación personal y se presumirá legal
. Como consecuencia de lo anterior, se le reconocerá personería para actuar a la abogada Romero Burbano.
2.2. Admisión de la demanda

10. Por reunir los requisitos exigidos por el artículo 14 del Decreto Ley 2591 de 1991 y de conformidad con lo establecido en el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1° del Decreto 1983 del 2017 se dispone:

PRIMERO: ADMITIR la demanda incoada por el señor Luis Humberto Yepes Urbano y otra, en ejercicio de la acción de tutela.  

SEGUNDO: NOTIFICAR de la existencia de la presente acción a los Magistrados del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, como autoridad judicial accionada, para que dentro del término de tres (3) días, contados a partir de la fecha de su recibo, se refieran a sus fundamentos y puedan allegar las pruebas y rendir los informes que consideren pertinentes.
TERCERO: VINCULAR en calidad de terceros con interés jurídico legítimo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 del Decreto Ley 2591 de 1991, a la Nación – Rama Judicial – Fiscalía General de la Nación – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, al Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali, al Juzgado 26 Penal Municipal con Función de Garantías, a la Fiscalía Octava Seccional Cali, al Juzgado Veinte Penal del Circuito Judicial de Cali con Función de Conocimiento, al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali – Sala de Decisión Penal y a la señora Elizabeth Ortiz, quienes intervinieron en el medio de control ordinario. 

Lo anterior, para que, si lo consideran pertinente, en el término de tres (3) días, contados a partir de la fecha de su recibo, puedan intervenir en la actuación, por cuanto existe la posibilidad de resultar afectados con la decisión que se adopte.
CUARTO: OFICIAR al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca y al Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali, para que alleguen copia íntegra, física o digital del expediente de reparación directa con radicado N° 76001-33-33-003-2014-00230-01, dentro del término de dos (2) días, contados a partir de la fecha de notificación del presente auto.
QUINTO: ADVERTIR que, de no cumplirse con el requerimiento, se utilizarán por este despacho las potestades correccionales que le confiere el artículo 44 de la Ley 1564 de 2012.

SEXTO: TENER como pruebas, con el valor legal que les corresponda, los documentos relacionados y allegados con la demanda.

OCTAVO: RECONOCER PERSONERÍA a la abogada Carolina Romero Burbano, en calidad de apoderada judicial de los señores Yepes Urbano y Yepes Ortiz, en los estrictos términos de los poderes obrantes en el expediente digital.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Magistrada
� Folio 1 del expediente digital.


� Adujo actuar en representación en representación de Jhon Edward Yepes Ortiz, Aura Lucía Pino Arias y Aura Marina Urbano de Yepes.


� El Gobierno Nacional expidió el Decreto legislativo No. 457 del 22 de marzo de 2020, a través del cual impartió instrucciones en virtud de la emergencia sanitaria generada por la pandemia del coronavirus COVID-19. Entre las decisiones adoptadas, se ordenó el aislamiento preventivo obligatorio de todos los habitantes del país.


� El decreto legislativo rige a partir de su publicación y estará vigente durante los dos (2) años siguientes a partir de su expedición.


� Consejo Superior de la Judicatura, Acuerdos: i) PCSJA20-11517 del 15.3.2020; ii) PCSJA20-11518 del 16.3.2020; iii) PCSJA20-11526 del 22.3.2020; iv) PCSJA20-11532 del 11.4.2020; v) PCSJA20- 11546 del 25.4.2020; vi) PCSJA20-11549 del 7.5.2020; vii) PCSJA20-11556 del 22.5.2020 y; viii) PCSJA20-11567 del 5.6.2020. 


� “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”


� Decreto Ley 2591 de 1991 “ARTICULO 10. LEGITIMIDAD E INTERES. La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos (…)”. (Negrilla y subrayado fuera del texto).
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